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     Corte  Suprema de Justicia
      Dirección Jurídica


San José, 08 de agosto 2016
Oficio DJ-AJ-1913-2016
Señor

MBA. José Luis Bermúdez Obando, Director
Departamento de Gestión Humana
S. D.
Estimado señor:
En atención al correo electrónico del 29 de Abril de 2016, remitido por su persona, en el que se traslada a esta Dirección Jurídica, la solicitud del señor Adolfo Valverde Bohórquez, sobre la desautorización y eliminación de la información recabada por medio de una actualización de datos personales solicitada por el Poder Judicial en el presente año; se remite el siguiente informe. 
I. De la gestión
Por correo electrónico remitido el día 29 de Abril de 2016, a la Recepción Electrónica de Documentos, Gestión Humana, el servidor Adolfo M. Valverde Bohórquez, literalmente expone:
“Buenos días; durante el presente año se solicitó al personal del Poder Judicial realizar una actualización de sus datos personales, y como parte del procedimiento para poder hacerlo se exigió una autorización por parte de cada servidor(a), en mi caso seguí el procedimiento establecido y otorgué la autorización. No obstante, he cambiado de decisión, y amparado en la Ley N°8968 “Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales”, revoco la autorización por mi otorgada para ello, y solicito se borre toda la información producto de la actualización de datos personales solicitada por el Poder Judicial y realizada este año con mi anterior consentimiento que en este acto revoco. A la vez, comunico que después de un proceso de revisión, determiné que incurrí en algunos errores a la hora de consignar datos solicitados, ya que al haber brindado la información el último día del plazo límite otorgado para ello, lo hice con premura y sin una adecuada oportunidad de corroboración; no obstante, según la anterior solicitud, no deseo corregirlos, sino que dicha información sea borrada de los archivos del Poder Judicial.
Muchas gracias
Atte. Adolfo M. Valverde Bohórquez
Cédula 1-780-014” 
II.- Normativa aplicable
· Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales (Ley Nº 8968 del 5 de Septiembre de 2011)
ARTÍCULO 2.- Ámbito de aplicación
Esta ley será de aplicación a los datos personales que figuren en bases de datos automatizadas o manuales, de organismos públicos o privados, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos. 

El régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en esta ley no será de aplicación a las bases de datos mantenidas por personas físicas o jurídicas con fines exclusivamente internos, personales o domésticos, siempre y cuando estas no sean vendidas o de cualquier otra manera comercializadas.(Destacado por el redactor)
“ARTÍCULO 5.- Principio de consentimiento informado
(…) 
2.- Otorgamiento del consentimiento
Quien recopile datos personales deberá obtener el consentimiento expreso de la persona titular de los datos o de su representante. Este consentimiento deberá constar por escrito, ya sea en un documento físico o electrónico, el cual podrá ser revocado de la misma forma, sin efecto retroactivo.
No será necesario el consentimiento expreso cuando:
a) Exista orden fundamentada, dictada por autoridad judicial competente o acuerdo adoptado por una comisión especial de investigación de la Asamblea Legislativa en el ejercicio de su cargo.
b) Se trate de datos personales de acceso irrestricto, obtenidos de fuentes de acceso público general.
c) Los datos deban ser entregados por disposición constitucional o legal.
Se prohíbe el acopio de datos sin el consentimiento informado de la persona, o bien, adquiridos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos.” (Destacado no pertenece al original)
“ARTÍCULO 8.- Excepciones a la autodeterminación informativa del ciudadano
Los principios, los derechos y las garantías aquí establecidos podrán ser limitados de manera justa, razonable y acorde con el principio de transparencia administrativa, cuando se persigan los siguientes fines:
a) La seguridad del Estado.
b) La seguridad y el ejercicio de la autoridad pública.
c) La prevención, persecución, investigación, detención y represión de las infracciones penales, o de las infracciones de la deontología en las profesiones.
d) El funcionamiento de bases de datos que se utilicen con fines estadísticos, históricos o de investigación científica, cuando no exista riesgo de que las personas sean identificadas.
e) La adecuada prestación de servicios públicos.
f) La eficaz actividad ordinaria de la Administración, por parte de las autoridades oficiales.”(Énfasis suplido)
· Estatuto de Servicio Judicial (Ley Nº 5155 de 10 de enero de 1973)
ARTÍCULO 8. —Corresponde al Jefe del Departamento de Personal:
(…)

c)    Establecer los procedimientos e instrumentos técnicos necesarios para una mayor eficiencia del personal, entre ellos la calificación periódica de servicios, el expediente y prontuario de cada servidor y los formularios que sean de utilidad técnica;
(…)
III.- Jurisprudencia: 
La Sala Constitucional en el voto 2015-00100 de las ocho horas del veintiocho de setiembre de dos mil quince se manifiesta sobre el Derecho a la intimidad y el derecho a la autodeterminación informativa de la siguiente manera: 
El principio en materia de transferencia de datos personales es el consentimiento o autorización expresa de parte del titular del derecho o de su representante. Sin embargo, como bien lo indica el artículo 14 de LPData, lo ahí establecido constituye la regla general; por lo que, a contrario sensu, pueden darse casos especiales en los que no opere esa regla ya que, en efecto, la misma ley contempla limitaciones a la autodeterminación informativa, previéndose supuestos bajo los cuales no se requiere contar con el consentimiento del titular de los datos personales para su tratamiento, incorporándose incluso dentro de esas excepciones los datos sensibles. Por ello, no puede considerarse ni que el derecho de autodeterminación informativa sea absoluto ni que el principio del consentimiento del derecho habiente presente tampoco ese carácter. Por tanto, habrá supuestos en los cuales para el tratamiento de datos personales, así como para su cesión a terceros no será necesario el consentimiento del titular o de su representante y ello en el tanto así lo haya dispuesto el legislador. El artículo 5 de la Ley 8968 dispone en lo que interesa: “ ARTÍCULO 5.- Principio de consentimiento informado ( ....). No será necesario el consentimiento expreso cuando: (... .) b) Se trate de datos personales de acceso irrestricto, obtenidos de fuentes de acceso público general. // c) Los datos deban ser entregados por disposición constitucional o legal. // Se prohíbe el acopio de datos sin el consentimiento informado de la persona, o bien, adquiridos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos” . Por otra parte, dispone el artículo 8 de la Ley: “ Artículo 8.- Excepciones a la autodeterminación informativa del ciudadano// Los principios, los derechos y las garantías aquí establecidos podrán ser limitados de manera justa, razonable y acorde con el principio de transparencia administrativa, cuando se persigan los siguientes fines: [...] e) La adecuada prestación de servicios públicos. // f) La eficaz actividad ordinaria de la Administración, por parte de las autoridades oficiales ”. En los supuestos indicados, la recopilación y tratamiento de datos personales no se sujeta a los principios y derechos, incluido el principio del consentimiento informado, del titular de los datos. Por ende, la existencia de una disposición legal que así lo disponga permite exceptuar el consentimiento y otros derechos del interesado. 
IV.- Antecedentes administrativos de interés:

Mediante la Circular 22-2012, la Secretaria General de la Corte comunicó al personal judicial, la obligación de actualizar sus datos personales ante el Departamento de Personal y de suministrar uno o dos medios para recibir las comunicaciones oficiales.  La divulgación de dicha circular fue aprobada por el Consejo Superior en la sesión 12-2012,  articulo XL, la cual literalmente dice; 
(…)

"En atención de lo resuelto por el Consejo Superior en sesión Nº 5-12, celebrada el 24 de enero de 2012, artículo LXVII, donde se acordó comunicar a los servidores judiciales que "…están en la obligación de señalar ante el Departamento de Personal uno o dos medios para recibir las comunicaciones oficiales…" y que fuera publicado ayer por medio de Circular N° 22-2012, me permito indicar lo siguiente:
-Este Departamento viene trabajando en una aplicación informática que permita actualizar la información de los empleados judiciales, ya que la que se dispone actualmente en muchos casos no ha sido modificada desde que se llenó la oferta de servicios, con las consecuencias que de ello se derivan. Esta aplicación está prácticamente lista para ponerla en funcionamiento.
-Para los efectos de una adecuada administración de la gestión humana es importante contar con algunos datos, como nivel de escolaridad, dirección actualizada, tipos de licencias, e información familiar –indispensable para propósitos actuariales-, así como para la participación en Concursos, capacitación, etc.
-Por las razones anteriores, solicito respetuosamente al Consejo Superior, ampliar los alcances de su disposición inicial de modo que no sólo se obligue a los servidores y servidoras a "… señalar medios de comunicaciones oficiales…", sino también a actualizar la información personal que la institución requiere para sus efectos. De este modo, los entes y personas autorizados podrán tener almacenados los datos personales en el SIGA, con los controles y seguridad propia del sistema.
Si esta solicitud se acoge, de inmediato se coordinaría con la Secretaría General de la Corte para publicar una nueva Circular donde se ubique el link y las condiciones en las que los servidores y servidoras podrán actualizar sus datos".
- 0 -
Se acordó: Acoger la gestión del Departamento de Personal, en consecuencia: 1.) Modificar el acuerdo tomado en la sesión Nº 5-12 celebrada el 24 de enero recién pasado, artículo LXVII, en el sentido de que las servidoras y servidores judiciales, deberán señalar ante el Departamento de Personal uno o dos medios para recibir comunicaciones oficiales y actualizar la información personal que la institución requiere. A esos efectos el Departamento de Personal remitirá a la Secretaría la dirección informática a la que debe remitirse la citada información. (Énfasis agregado)
V.- Criterio Jurídico
En consideración a los artículos 2, 5 y 8 de la Ley Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales y en concordancia con la jurisprudencia de la Sala Constitucional previamente citada, se pueden identificar limitaciones y excepciones al Principio de Consentimiento Informado y el Derecho de Autodeterminación Informativa.

Con respecto al Principio de Consentimiento Informado, según lo establecido en la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, articulo 5, se estatuye la obligación de obtener el consentimiento expreso de la persona titular de los datos o su representante; sin embargo, a pesar de poseer la facultad de revocar el mismo consentimiento, la acción carece de efectos retroactivos. 
El Derecho de la Autodeterminación Informativa, se identifica como un derecho fundamental de dicha ley, así como por la Jurisprudencia Constitucional, este confiere múltiples facultades al individuo sobre la información concerniente a su persona; como el derecho a que dicha información sea rectificada, actualizada, complementada o suprimida, cuando la misma sea incorrecta o inexacta. Sin embargo, como se dijo anteriormente,las facultades conferidas por este derecho fundamental pueden ser limitadas cuando se realice en servicio de la eficaz actividad ordinaria de la Administración, por parte de las autoridades oficiales; según lo que establece el artículo de 8 la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales. 
En el caso concreto, las autoridades oficiales que llevaron a cabo la actualización de datos personales, fue la hoy  Dirección de Gestión Humanal del Poder Judicial, en atención a las funciones propiasdefinidas en el artículo 8 del Estatuto de Servicio Judicial, inciso c); “Establecer los procedimientos e instrumentos técnicos necesarios para una mayor eficiencia del personal, entre ellos la calificación periódica de servicios, el expediente y prontuario de cada servidor y los formularios que sean de utilidad técnica”.  
Aunado a lo anterior, existe una obligación por parte de la persona  servidora judicial, de actualizar sus datos personales según lo dispuesto en la circular 22-2012 de la Secretaria General de la Corte. Esto con el objetivo de contar con referencias e información necesarias, para la funciónde la adecuada administración de la gestión humana. A razón de esto concurren los factores establecidos para la aplicación del artículo 8 de la Ley Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales. 

Es importante destacar que la base de datos que maneja la Dirección de Gestión Humana es de uso interno del Poder Judicial, los datos contenidos en ella no son comercializados y son utilizados para llevar un expediente de cada servidor y servidora de la institución para propósitos actuariales, así como para la participación en Concursos, capacitación, etc. 
VI.- Conclusión y recomendación

Por todo lo expuesto, esta Dirección Jurídica concluye que no es procedente aceptar la gestión planteada por el funcionario Adolfo Valverde Bohórquez, al considerar que existe una limitación al Derecho de Autodeterminación Informativa del funcionario público,cuando la misma sea en atención a la adecuada prestación de servicios públicos y la eficaz actividad ordinaria de la Administración, por parte de las autoridades oficiales, máxime cuando existe una obligación por parte del funcionario judicial a mantener actualizados sus datos personales. Sumado a ello se estima que, al ser la base de datos manejada por el Dirección de Gestión Humana de carácter interno para el Poder Judicial y sin fin comercial, en atención al artículo 2, párrafo segundo de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, dicha ley no es de aplicación para el personal judicial cuando a razón de su relación laboral debe suministrar datos personales con el fin de mantener actualizado su expediente personal.

Sin embargo, al manifestar el señor Valverde Bohórquez en su petitoria, que alguna de la información que él brindó presenta errores, es recomendable que ésta sea verificada por la Dirección de Gestión Humana, para lo cual esa oficina coordinará con él,  previamente, para constatar el contenido de esa información, a efecto de  corregirla o suprimirla según se amerite.

Elaborado por:
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